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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S 

CONCEPTO JURÍDICO SECRETARÍA DISTRITAL DEL HABITÁT AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 119 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 142 de 1994, para eliminar el cobro por concepto de reconexión de 
los servicios públicos domiciliarios residenciales, y se dictan otras disposiciones.
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Al contestar por favor cite estos datos: 
Radicado No. 20261700509461 
Fecha: 04-09-2026 

*20261700509461* 
Bogotá, D.C., septiembre de 2026  

 
Secretario General 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ 
Senado de la República  
secretaria.general@senado.gov.co 
Calle 10 No. 7-50, Capitolio Nacional 
Bogotá D.C. 
 
 
Asunto: Observaciones de la Secretaría Distrital de Hábitat al Proyecto de Ley 119 de 2025 “Por medio de la 

cual se modifica la Ley 142 de 1994, para eliminar el cobro por concepto de reconexión de los servicios públicos 
domiciliarios residenciales, y se dictan otras disposiciones”  

  
 
Respetado Doctor González,   
 
En atención al estudio técnico, jurídico y presupuestal realizado al Proyecto de Ley indicado en el asunto y de 
conformidad con lo señalado en el capítulo III del Decreto Distrital 06 de 2009, me permito informarle que la 
Secretaría Distrital de Hábitat (anexo radicado No. 2202666325), realizó observaciones sobre dicha iniciativa 
para consideración de esa célula legislativa durante su trámite.  
 
En tal sentido, de manera respetuosa se sugiere que, en el estudio y discusión del referido Proyecto de Ley, se 
tengan en cuenta las observaciones planteadas, no sin antes manifestar nuestra disposición y compromiso en 
colaborar con la actividad legislativa. 
 
En caso de querer ampliar el concepto técnico que se remite sobre esta iniciativa legislativa, estamos dispuestos 
a organizar mesas de trabajo entre la Administración Distrital, los autores y ponentes de ser necesario. Así 
mismo, para cualquier información adicional que se requiera, se puede comunicar al correo electrónico 
equipocongresodrp@gobiernobogota.gov.co. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
CARLOS ALBERTO APARICIO  
Director de Relaciones Políticas 
carlos.aparicio@gobiernobogota.gov.co  
Anexo: cuatro (treinta y dos folios) 
 
 
Proyectó/ Revisó:   Lizeth Adriana Zuñiga Barreto – Contratista DRP 

Aprobó:                       Evita del Pilar Ospina Marín  
 

Datos Notificación 
 
Nombres/Apellidos: _____________________________ 
 
No Identificación:_______________________________ 
 
Fecha y Hora: __________________________________ 
 
Nota: Los datos de este apartado solo serán diligenciados por la persona quien 
recibe este documento al momento de la notificación. 
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FORMATO ÚNICO PARA EMISIÓN DE 

OBSERVACIONES 

PROYECTOS DE LEY O DE ACTO LEGISLATIVO 
 

   
FECHA DE ELABORACIÓN: _06/03/2026 

 
 

SECTOR QUE CONCEPTÚA: ______________________HÁBITAT_________________________ 
 

PROYECTO DE LEY   PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO   
 
NÚMERO DEL PROYECTO:   
 
EN SENADO:      119      AÑO:     2025     
EN CÁMARA: ________  AÑO: ________ 
 
ORIGEN DEL PROYECTO:     LEGISLATIVO           FECHA DE RADICACIÓN:  31/07/2025 COMISIÓN:      
SEXTA         
 
ESTADO DEL PROYECTO:      SEGUNDO DEBATE       
 
TÍTULO DEL PROYECTO 
 
Por medio del cual se modifica la Ley 142 de 1994, para eliminar el cobro por concepto de 
reconexión de los servicios públicos domiciliarios residenciales, y se dictan otras disposiciones. 
 

 
AUTOR (ES) Y PONENTE (S) 
 
Jairo Alberto Castellanos Serrano – Senador – Partido Alianza Social Independiente. 
 

 
OBJETO DEL PROYECTO  
 
Establecer un régimen especial de protección para los usuarios de estratos 1, 2 y 3 en materia de 
reconexión y reinstalación de servicios públicos domiciliarios, bajo el principio de protección 
reforzada a población vulnerable, conforme a los mandatos de solidaridad y acceso universal 
establecidos en la Constitución. 
 

 
ANÁLISIS JURÍDICO, FINANCIERO Y/O TÉCNICO 
 
ANÁLISIS JURÍDICO 
 
En el caso concreto, ya se había emitido pronunciamiento sobre el proyecto que propone modificar 
la Ley 142 de 1994 para eliminar el cobro por reconexión en los servicios públicos domiciliarios 
residenciales y dictar otras disposiciones. No obstante, en la medida en que no se advierten 
cambios en el articulado, los comentarios previamente efectuados se mantienen en los mismos 
términos, a saber:  
 
El proyecto de ley presentado ante el Congreso plantea reformar la Ley 142 de 1994 con el fin de 
suprimir, para los usuarios residenciales clasificados en los estratos 1, 2 y 3, el cobro por 
reconexión o reinstalación cuando la suspensión del servicio obedezca únicamente a la mora en el 

X

   
pago de las facturas. Asimismo, establece que, una vez superada la mora, la prestación deberá 
restablecerse dentro de un plazo máximo de veinticuatro (24) horas.  
 
La iniciativa se sustenta en que, para usuarios residenciales de estratos 1, 2 y 3, el cobro de 
reconexión o reinstalación exigido tras la suspensión por mora resulta desproporcionado y se 
convierte en una barrera económica que prolonga la interrupción de servicios esenciales y agrava 
su situación de vulnerabilidad; por ello, propone suprimir ese costo y garantizar el restablecimiento 
oportuno del servicio una vez la mora quede superada mediante pago o acuerdo. 
 
Ahora bien, desde el punto de vista constitucional y legal, el análisis del articulado debe partir de 
lo dispuesto en los artículos 365 y 367 de la Constitución Política; estas disposiciones establecen 
que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y deben prestarse en 
condiciones de eficiencia, calidad, continuidad y cobertura, correspondiendo al legislador fijar el 
régimen tarifario con base en criterios de costos, solidaridad y redistribución de ingresos.  
 
La Ley 142 de 1994 desarrolla estos mandatos bajo un esquema de libertad regulada, en el que 
las comisiones de regulación fijan metodologías tarifarias que permiten la recuperación de los 
costos en que incurren las empresas, incluidos los derivados de actividades como la reconexión. 
 
En ese sentido, el cobro por reconexión corresponde a un ingreso tarifario orientado a recuperar 
los costos tanto directos como indirectos que asume el prestador al restablecer el servicio, entre 
ellos el desplazamiento y la labor de las cuadrillas técnicas, el uso de equipos, herramientas e 
insumos, y las actividades de programación, registro y facturación. Suprimir ese cobro, sin prever 
una fuente alternativa de financiación compatible, compromete la sostenibilidad financiera del 
prestador, porque traslada a la empresa un costo que se origina exclusivamente en la mora del 
usuario. 
 
En la práctica, la eliminación de este ingreso implica trasladar dichos costos a otros usuarios o 
absorberlos con cargo a los recursos de la empresa, lo que contraría el principio de que cada 
usuario debe asumir los costos que individualmente genera. Además, en ausencia de un soporte 
que asegure una fuente de financiación, la medida propuesta incrementa el riesgo de 
desfinanciación, afecta la suficiencia financiera y, por extensión, compromete la continuidad y la 
calidad del servicio, lo que refuerza la inconveniencia del articulado en los términos propuestos. 
 
La supresión total del cobro por reconexión y reinstalación para usuarios residenciales de estratos 
1, 2 y 3, sin una contraprestación económica, introduce un incentivo perverso que puede afectar 
negativamente la cultura de pago. En la práctica, el usuario podría concluir que el incumplimiento 
en el pago no conlleva consecuencias económicas adicionales más allá de saldar la deuda 
principal, lo que reduce el incentivo para realizar pagos oportunos. 
 
Este fenómeno, conocido como moral hazard, implica que, al eliminarse el costo asociado a la 
reconexión, algunos usuarios podrían optar por diferir el pago hasta que se produzca la suspensión 
y priorizar otros gastos sobre el cumplimiento de sus obligaciones con el servicio público. Esto no 
solo aumenta la morosidad, sino que traslada los costos operativos de múltiples reconexiones a la 
generalidad de los usuarios o a la empresa, y distorsiona los principios de eficiencia económica y 
uso racional de los servicios previstos en el artículo 87 de la Ley 142 de 1994. 
 
La medida también desconoce los principios de eficiencia económica y suficiencia financiera 
contenidos en los artículos 87.1 y 87.4 de la Ley 142 de 1994, según los cuales las tarifas y cobros 

   
deben reflejar los costos reales y promover el uso racional de los servicios, con miras a garantizar 
la recuperación de los costos y gastos de operación.  
 
Al suprimir el cobro de reconexión, se elimina un incentivo para el pago oportuno, con el riesgo de 
incrementar la morosidad y generar subsidios cruzados no previstos en la estructura tarifaria. Ello 
distorsiona el esquema de solidaridad definido en la ley, el cual ya contempla mecanismos 
mediante los cuales los estratos altos y los usuarios comerciales e industriales subsidian 
parcialmente a los estratos bajos, dentro de límites y porcentajes previamente fijados por el 
legislador. 
 
En el caso particular del servicio de acueducto y alcantarillado, el restablecimiento del servicio tras 
una suspensión requiere procedimientos técnicos que demandan personal capacitado, uso de 
vehículos, herramientas, insumos y tiempo de ejecución. Estas actividades, aunque en apariencia 
sean simples, demandan recursos que deben recuperarse para no afectar la planeación y ejecución 
de labores esenciales, como el mantenimiento de redes, la atención de daños, la reposición de 
infraestructura y la ampliación de cobertura. Si el prestador no puede recuperar esos costos, se 
limita su capacidad de inversión y se comprometen la calidad, continuidad y cobertura del servicio, 
en contravía de lo dispuesto por los artículos 365 y 367 de la Constitución Política. 
 
Cabe destacar que el ordenamiento jurídico ya ofrece alternativas para atender la situación de los 
usuarios vulnerables, sin comprometer la sostenibilidad del sistema. Al respecto, el artículo 89 de 
la Ley 142 de 1994, en concordancia con el Artículo 368 superior, prevé subsidios financiados con 
cargo a contribuciones de otros usuarios y, en caso de requerirse mayores apoyos, estos pueden 
provenir del Presupuesto General de la Nación o de fondos de solidaridad. Por eso, cualquier 
medida orientada a aliviar cargas económicas asociadas a la mora debe integrarse a esos 
esquemas de subsidios y redistribución, de manera que se preserve el equilibrio entre el acceso 
efectivo al servicio y la sostenibilidad financiera del sistema, sin imponer a las empresas la asunción 
de costos que carecen de fuente de financiación. 
 
En consecuencia, si bien la finalidad social del proyecto es loable, su contenido normativo genera 
un impacto negativo que compromete la sostenibilidad operativa y financiera de las empresas de 
servicios públicos, distorsiona el régimen tarifario definido en la Ley 142 de 1994 y afecta los 
principios de eficiencia y recuperación de costos. Por ello, desde la perspectiva de la Empresa de 
Acueducto y Alcantarillado de Bogotá – ESP, se considera inconveniente la aprobación del 
articulado en su forma actual y se recomienda que cualquier alivio a los usuarios vulnerables se 
implemente a través de mecanismos de subsidio legalmente previstos y con financiación definida, 
sin afectar la estructura tarifaria ni el equilibrio económico del servicio. 
 
ANÁLISIS TÉCNICO 
 

1. Impacto en la sostenibilidad financiera del servicio 
 
Los costos actualmente asociados a la suspensión, corte, reconexión y reinstalación del servicio 
corresponden a gastos eficientes de operación y mantenimiento de la infraestructura.  
 
Estos valores, comparativamente inferiores a los de otros sectores como energía y gas, reflejan el 
costo real de ejecución de estas actividades. 
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Cualquier limitación adicional al cobro de estos conceptos afectaría la recuperación de los costos 
operativos, debilitando la sostenibilidad financiera de las Empresas de Servicios Públicos 
Domiciliarios y comprometiendo su capacidad de garantizar la continuidad y calidad del servicio, 
tal como lo exige la Ley 142 de 1994. 
 

2. Efectos sobre la eficiencia en el recaudo y la gestión de cartera 
 
La suspensión del servicio por mora constituye un mecanismo legal y operativo esencial para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de pago por parte de los usuarios. Experiencias 
institucionales recientes, como el proyecto de Cartera implementado durante 2024-2025, 
evidenciaron que la no suspensión en predios con buen comportamiento histórico provocó un 
deterioro significativo en el Índice de Eficiencia del Recaudo, impactando negativamente la 
recuperación de cartera y la sostenibilidad financiera. 
 
Esta evidencia demuestra que la restricción de los mecanismos de gestión de cartera incide 
directamente en el cumplimiento de pago y en la estabilidad económica de la prestación del 
servicio. 
 

3 Restricciones operativas impuestas en la actualidad por administraciones de 
propiedad horizontal 

 
En 2026 se ha identificado un aumento en la imposición de horarios limitados por parte de 
administraciones de propiedad horizontal para el ingreso de personal operativo, restringiendo la 
ejecución de suspensiones y cortes a franjas de 8:00 a.m. a 12:00 m. y 2:00 p.m. a 5:00 p.m., 
mientras que las reconexiones no enfrentan estas restricciones. 
 
Estas limitaciones obstaculizan el cumplimiento de funciones legales de control y gestión del 
servicio, afectando la eficiencia operativa y la capacidad de las Empresas de Servicios Públicos 
Domiciliarios de garantizar una prestación continua y efectiva. 
 

4. Sostenibilidad operativa, financiera, ambiental y constitucional del servicio 
 
El agua es un derecho fundamental, reconocido por la Corte Constitucional en sentencias T-418 
de 2010, T-740 de 2011 y T-242 de 2013, y está protegido por conexidad con la vida, la salud y la 
dignidad humana. Su gestión requiere corresponsabilidad: la Empresa debe garantizar 
disponibilidad, continuidad y calidad, y los usuarios deben pagar oportunamente el servicio. 
 
El agua es también un recurso natural limitado y estratégico, cuyo uso sostenible evita escasez 
hídrica, impactos ambientales y riesgos futuros en la prestación del servicio. La sostenibilidad del 
sistema depende de la capacidad de las ESP para realizar inversiones permanentes en: 
 
• Protección y conservación de fuentes hídricas 
• Operación, mantenimiento y modernización de infraestructura 
• Tratamiento y potabilización 
• Expansión del sistema 
• Gestión técnica y operativa 
Restricciones al cobro de costos por estas actividades podrían debilitar la cultura de pago, 
comprometer la sostenibilidad financiera y poner en riesgo la garantía efectiva y continua del 
derecho fundamental al agua, así como su disponibilidad para las generaciones futuras. 

   
 

5. Riesgo de incremento en conexiones ilegales y pérdidas no técnicas 
 
La limitación o eliminación del cobro por suspensión y reconexión incentiva comportamientos como: 
 
• Reconexiones ilegales 
• Manipulación de medidores 
• Conexiones clandestinas 
• Uso del servicio sin facturación 
 
Estas prácticas generan pérdidas no técnicas significativas, impactan los ingresos y constituyen 
delito según el artículo 256 del Código Penal (defraudación de fluidos). Además, comprometen la 
gestión eficiente del agua, su sostenibilidad ambiental y la planeación de la infraestructura 
necesaria para garantizar el servicio. 
 
El cobro de estos costos no es sancionatorio, sino un mecanismo técnico y operativo para 
garantizar el uso legal y sostenible del recurso. 
 
Por lo anterior, cualquier disposición normativa que limite estos mecanismos puede generar un 
incremento en las pérdidas no técnicas, afectar la sostenibilidad financiera de las Empresas de 
Servicios Públicos Domiciliarios y poner en riesgo la prestación continua, eficiente y 
ambientalmente responsable del servicio. 
 

6. Afectación al principio de equidad y solidaridad 
 

El sistema de servicios públicos domiciliarios se fundamenta en la equidad y solidaridad, en virtud 
de los artículos 367 y 368 de la Constitución y la Ley 142 de 1994. Todos los usuarios deben 
contribuir proporcionalmente al sostenimiento del sistema mediante el pago oportuno del servicio 
recibido. 
 
Limitar o eliminar los costos por suspensión y reconexión traslada los costos de operación a la 
empresa prestadora y, por extensión, a los usuarios cumplidos, generando un desequilibrio 
económico y debilitando la solidaridad entre los usuarios. Esto impacta la sostenibilidad financiera, 
el cumplimiento del derecho fundamental al agua y la capacidad del sistema para garantizar una 
prestación continua, eficiente y universal. 
 
Comentarios Frente El Texto Normativo Que Se Pretende Incluir: 
  
“ARTÍCULO 142A. CONDICIONES ESPECIALES DE RECONEXIÓN PARA USUARIOS 
RESIDENCIALES DE ESTRATOS 1, 2 Y 3. No podrá cobrarse valor alguno por concepto de 
reconexión o reinstalación a los usuarios de inmuebles residenciales pertenecientes a los estratos 
1, 2 y 3, cuando la suspensión o corte del servicio haya sido motivada exclusivamente por la mora 
en el pago de las facturas y esta haya sido subsanada en su totalidad mediante pago o acuerdo.” 
  
En primer lugar, es de resaltar que el tema objeto de análisis corresponde a la exclusión del cobro 
por concepto de los trabajos operativos tendientes a RECONECTAR EL SERVICIO una vez este 
haya sido suspendido por mora en el pago de las facturas y dicha causa haya sido subsanada con 
el pago total de la obligación o la suscripción del respectivo acuerdo de pago, dejando claro que 
en este escenario el cobro que se pretende modificar y/o excluir es el de reconexión de servicio, 

   
permaneciendo incólume el que se genere por los trabajos operativos de suspensión por esta 
misma causa. 
  
Hecha la anterior precisión, jurídicamente hablando, la viabilidad y necesidad del cobro por 
reconexión del servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado se fundamenta no solo en 
el régimen legal especial previsto en la Ley 142 de 1994, sino además en los principios 
constitucionales que rigen la prestación de los servicios públicos. 
  
1. Fundamento Normativo Del Cobro 
  
La Ley 142 de 1994 establece: 
  
Artículo 128: El contrato de servicios públicos es un contrato uniforme y oneroso, que genera 
obligaciones recíprocas. 
  
Artículo 140: Autoriza la suspensión del servicio por incumplimiento en el pago. 
  
Artículo 96 y 99: Reconocen que las tarifas deben cubrir los costos eficientes de prestación del 
servicio. 
  
En este contexto es fácil concluir que el incumplimiento en el pago habilita jurídicamente a la 
prestadora para ejecutar en terreno la suspensión, dejando claro que las actividades técnicas 
necesarias para reconectar generan costos operativos para el prestador, por lo que dichos costos 
hacen parte de la estructura económica del servicio y pueden ser trasladados al usuario incumplido. 
  
Así las cosas, no existe disposición legal que prohíba dicho cobro; por el contrario, el régimen 
tarifario parte del principio de recuperación de costos eficientes. 
  
Por otra parte, el artículo 367 de la Constitución Política establece que el régimen tarifario debe 
tener en cuenta criterios de: 
  
• Eficiencia 
• Suficiencia financiera 
• Solidaridad y redistribución 
  
En este sentido permitir que los costos de reconexión sean asumidos por la Empresa como lo 
pretende el proyecto; implicaría trasladarlos al conjunto de usuarios cumplidos, lo cual traería 
consecuencias negativas tales como: 
  

• Rompimiento del principio de eficiencia. 
Desconocimiento del principio de responsabilidad individual del usuario  
incumplido. 

• Afectación de equilibrio económico del contrato de servicios públicos  
domiciliarios de acueducto y alcantarillado. 

 
 2. Naturaleza Resarcitoria Y Compensatoria Del Cobro (No Sancionatoria) 
  
La reconexión del servicio no es un simple acto administrativo; la ejecución en terreno de dicha 
actividad implica: 

   
  

• Desplazamiento de personal operativo. 
• Uso de herramientas y materiales. 
• Intervención técnica en acometidas o redes. 
• Gestión administrativa asociada. 

  
En tal sentido estos costos son directos, verificables y atribuibles al incumplimiento del usuario, 
dejando claro que el cobro por reconexión: 
  

• No constituye una sanción administrativa. 
• No es una cláusula penal. 
• Sino la recuperación de un costo directo y verificable, generado por una  
actuación técnica derivada del incumplimiento contractual del usuario. 

  
3. Necesidad Jurídica del Cobro 
  
La necesidad jurídica se deriva de: 
  

• La obligación de garantizar la continuidad y calidad del servicio. 
• El deber de proteger la sostenibilidad financiera de la prestadora. 

  
En tal sentido si no se efectuara el cobro: 
  

• Se trasladaría el costo al sistema tarifario general. 
• Se afectaría la estructura financiera del servicio. 
• Y lo más importante al contemplar la exclusión de dicho cobro solo cuando la 
causa que genere la suspensión sea la mora en el pago de la factura generaría un 
incentivo negativo frente al cumplimiento oportuno. 

  
 
El Proyecto de Ley No. 119 de 2025 Senado, en su forma actual, podría afectar la sostenibilidad 
operativa, financiera, ambiental y constitucional del servicio público de acueducto y alcantarillado.  
 
Se recomienda ajustar la normativa para preservar: 
 

1. La recuperación de costos operativos reales. 
2. Los mecanismos legales de gestión de cartera. 
3. La sostenibilidad financiera y ambiental. 
4. El cumplimiento efectivo del derecho fundamental al agua y la 
corresponsabilidad de los usuarios. 
5. La equidad y solidaridad entre los usuarios. 

 
 
OBSERVACIONES AL ARTICULADO 
 
MODIFICACIONES SUGERIDAS AL ARTICULADO (Si se realizan modificaciones, estas deben ir 
debidamente justificadas) 
 

Articulo Comentario 
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Artículo 1 – Objeto del Proyecto Impacto directo en ingresos 

La reconexión gratuita elimina un ingreso que 
actualmente compensa parcialmente los costos 
operativos asociados al proceso (personal 
técnico, transporte, gestión administrativa y 
operativa). 
Esto afecta el equilibrio financiero del servicio. 
 
Riesgo de incentivo al no pago 
Si no existe condición previa de pago o acuerdo 
formal, se genera un incentivo perverso a la 
mora estratégica. 
 
Régimen tarifario CRA 
Los cargos definidos por la CRA ya contemplan 
porcentajes regulados. Estos valores son 
irrisorios frente a los costos reales de operación 
de las empresas de servicios públicos, 
especialmente comparados con sectores como 
gas natural o energía. 

Art. 2. Beneficiarios No se debe incluir el estrato 3 
El mínimo vital es un beneficio establecido a 
través del Decreto 064 de 2012, y consiste en 
otorgar 6 metros cúbicos de agua, sin costo, 
para los usuarios residenciales de los Estratos 1 
y 2 de la ciudad de Bogotá. 
Incluir estrato 3: Desnaturaliza el enfoque social. 
Incrementa el subsidio cruzado. 
El sistema tarifario está diseñado con subsidios 
y contribuciones. Ampliar el beneficio rompe la 
estructura financiera. 
Mantener el beneficio exclusivamente para 
estratos 1 y 2, en coherencia con el marco 
normativo vigente. 

Art. 3. Condiciones para la Reconexión Debe exigirse normalización mínima 
Es indispensable que: 
El usuario haya realizado el pago de la totalidad 
o firmado acuerdo de pago y pagado la primera 
cuota. 
No existan antecedentes de fraude o 
recuperación de consumos. 
 
Casos de fraude 
Si se detectó recuperación de consumos por 
manipulación fraudulenta: No debe aplicarse el 
beneficio. 
Debe mantenerse el cobro pleno de reconexión 
y costos asociados. 
Riesgo jurídico 

   
La eliminación del requisito de pago previo 
podría: 
Generar cartera estructural incobrable. 
Aumentar litigiosidad. 
Afectar indicadores financieros ante entes de 
control. 

Art. 4. Procedimiento Operativo Genera costos operativos adicionales 
Movilización técnica. 
Programación de cuadrillas. 
Reprocesos administrativos. 
Costos de visita fallida. 
Impacto presupuestal no financiado 
No se establece fuente de compensación 
estatal. 
 
Desconoce autonomía empresarial 
Las empresas deben administrar técnica y 
financieramente el servicio. 
Establecer compensación presupuestal estatal. 
 
Permitir programación operativa razonable. 
 
No imponer plazos automáticos sin verificación. 

Art. 5. Financiamiento Violación del principio de sostenibilidad 
financiera 
La Constitución exige equilibrio económico del 
servicio público. 
Traslado de carga a la empresa sin 
compensación, el costo recae en la empresa: 
 
Presupuesto interno. 
Inversión en infraestructura. 
Afectación a inversión y expansión 
Menor recaudo implica menor capacidad de: 
Modernización. 
Reposición de redes. 
Mantenimiento preventivo. 

El cobro por reconexión del servicio de acueducto y alcantarillado es: 
  
• Legal, por estar autorizado dentro del régimen de la Ley 142 de 1994. 
• Contractualmente procedente, al derivarse del incumplimiento del usuario. 
• Financieramente necesario, para preservar el equilibrio económico del servicio y 
• No sancionatorio, sino compensatorio. 
   
En consecuencia, de conformidad con los párrafos que anteceden considero que la modificación 
que se pretende incluir NO TIENE VOCACION DE PROSPERIDAD ya que la aplicación de dicho 
cobro resulta jurídicamente valido y necesario para el prestador. 
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¿GENERA GASTOS ADICIONALES EN EL PRESUPUESTO DE LA ENTIDAD?

Si _x___       No __     

Pueden ser atendidas por el Presupuesto del Sector

Si __      No __x__
  

VIABILIDAD DEL PROYECTO (Señalar con X la opción adecuada)

Viable: ___    

Viable sujeto a comentarios y/o modificaciones al articulado:  ___

No Viable: _X__

 Atentamente,

                                      NATASHA AVENDAÑO GARCÍA
          Gerente General

Aprobó: Andrés Fernando Agudelo Aguilar - Gerente Corporativo Financiero

             Alex Fabián Santa López - Gerente Corporativo de Servicio al Cliente

             Álvaro Rojas Fuentes - Gerencia Corporativa Analítica y Pérdidas

             Juan Ramón Jiménez Osorio - Gerente Jurídico.

Revisó: Juliana Santos Ramírez - jefe de la Oficina de Asesoría Legal

             Nicolás Aparicio Alvarado - Asesor Gerencia General
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FORMATO ÚNICO PARA EMISIÓN DE 

OBSERVACIONES

PROYECTOS DE LEY O DE ACTO LEGISLATIVO

FECHA DE ELABORACIÓN: _25-02-2026

SECTOR QUE CONCEPTÚA: Enel Colombia

PROYECTO DE LEY PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

NÚMERO DEL PROYECTO: 

EN SENADO: __119__ AÑO: _2025__ 
EN CÁMARA: _______ AÑO: _______

ORIGEN DEL PROYECTO Senado                             FECHA DE RADICACIÓN 31/07/2025
COMISIÓN Sexta

ESTADO DEL PROYECTO Pendiente segundo debate

TÍTULO DEL PROYECTO

“Por medio de la cual se modifica la Ley 142 de 1994, para eliminar el cobro por concepto de reconexión de los servicios 
públicos domiciliarios residenciales, y se dictan otras disposiciones”

AUTOR (ES) Y PONENTE (S)

Jairo Castellanos, Wilmer Castellanos 

OBJETO DEL PROYECTO 

Establecer en un régimen especial de protección para los usuarios de estratos 1, 2 y 3 en materia de reconexión y 
reinstalación de servicios públicos domiciliarios.

ANÁLISIS JURÍDICO, FINANCIERO Y/O TÉCNICO

1. En 2015 el entonces presidente Juan Manuel Santos objetó un proyecto de ley de igual contenido y que 
cumplió los 4 debates (190 de 2015 de Cámara y 016 de 2015 de Senado).

2. La gratuidad de la reconexión y reinstalación de los servicios podría afectar el principio de suficiencia financiera 
previsto en nuestro ordenamiento jurídico, en la medida en que el mismo podría imponer cargas a las empresas en contra 
de los principios de equidad y justicia: 

“La proporcionalidad y la razonabilidad de las normas tributarias, tienen que proyectarse sobre los distintos elementos del tributo, de 
suerte que el sistema fiscal resultante desde el punto de vista de la justicia y la equidad pueda reclamar el atributo de legitimidad sustancial. 
La tributación es de suyo la fuente de los deberes tributarios y éstos no pueden superar el umbral de lo que en un momento dado resulta 
objetivamente razonable exigir de un miembro de la comunidad. En este sentido sería indudablemente expoliatorio el sistema tributario 

X
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que expandiera su base de recaudo hasta comprender los recursos que las personas emplean para satisfacer sus necesidades mínimas vitales”
(Sentencia de la Corte Constitucional C-252 de 1997, MP. Eduardo Cifuentes Muñoz. En estudio de 
constitucionalidad del artículo 87, numeral 3 de la Ley 142 de 1994).

3. El término de 24 horas para reconectar el servicio, ya se encuentra previsto en el artículo 42 del decreto-Ley 019 de 
2012, el cual señala:

“ARTICULO 42. RECONEXIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Resuelta favorablemente 
una solicitud de reconexión de un servicio público a un usuario, o desaparecida la causa que dio origen a la suspensión del servicio, la 
reconexión deberá producirse dentro de las 24 horas siguientes”.

4. El proyecto exonera del cobro por reconexión, pero no señala quién debe asumir este costo (empresas prestadoras, 
Estado o demás usuarios). Podría asumirse que serían las empresas de servicios públicos, lo cual, de ser así, limitaría su 
derecho a recuperar la totalidad de los costos asociados a la actividad desarrollada.

5. La imposibilidad para las empresas de recuperar estos costos mediante su cobro a los usuarios, resulta contraria a lo 
dispuesto en el inciso 1 del artículo 367 de la Constitución, a cuanto este artículo señala que la ley que fije el régimen 
tarifario de los servicios públicos, tendrá en cuenta, entre otros criterios, el relativo a los costos del servicio. Tal 
prohibición comparta entonces una violación al régimen constitucional del principio de libertad de empresa, según la cual 
los particulares tienen derecho a ejercer su actividad económica con la expectativa de recuperar sus costos y obtener una 
rentabilidad. Cualquier exoneración de los cobros por concepto de reconexión, resulta contraria a los criterios de 
eficiencia económica y suficiencia financiera.

6. La jurisprudencia constitucional, salvo los casos de los bienes y sujetos especialmente protegidos ha reiterado que la 
suspensión del servicio es una obligación de las empresas, en la medida en que dejar incrementar las deudas puede 
incluso constituir abuso de posición dominante; siendo entonces una obligación legal, no tiene fundamento, que no se 
remuneren los costos asociados a estas operaciones.

La Corte Constitucional en sentencia T- 723 de 2005, manifestó lo siguiente:

“Lo anterior significa que cuando no se cancela oportunamente la prestación del servicio público domiciliario, las empresas prestadoras 
tienen la obligación de suspenderlo máximo al vencimiento del tercer periodo de facturación. Esta Corporación ha señalado que esa 
exigencia no sólo constituye una garantía para la empresa, quien ejerce un mecanismo legítimo de coacción que le permite asegurar el pago 
del crédito, sino que constituye también una garantía para los propietarios de los inmuebles, en el evento en que sus arrendatarios incurran 
en mora en el pago de sus obligaciones, pues con esta medida se evita el incremento de la deuda. (…)

La Corte también ha explicado las consecuencias que se derivan del incumplimiento de las obligaciones a cargo de la empresa prestadora 
de servicios públicos. Al respecto ha señalado, que los propietarios de un inmueble tienen derecho a obtener la reconexión del servicio, 
previo el pago únicamente de las tres primeras facturaciones, más los gastos de reinstalación y reconexión, así como los recargos por dicho 
concepto. (…)”.

En sentencia T-490 de 2003 señaló que es una obligación de las empresas, y no una facultad, el suspender la prestación 
del servicio por falta de pago por parte del usuario o suscriptor:
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“(…) Significa ello que cuando no se cancela oportunamente la prestación de un servicio público domiciliario, las empresas prestadoras 
tienen la obligación de suspender, máximo al vencimiento del tercer periodo de facturación, el suministre una empresa pública que ha 
dejado acumular más de tres periodos sin realizar la suspensión del servicio, puede proceder a solicitar a la autoridad judicial competente 
el cobro de hasta los tres (3) primeros periodos, más los intereses de mora y los cargos de reconexión y reinstalación”.

OBSERVACIONES AL ARTICULADO

MODIFICACIONES SUGERIDAS AL ARTICULADO (Si se realizan modificaciones, estas deben ir debidamente 
justificadas)

Atentamente,

PILAR JARAMILLO VILLAMIZAR 
Jefe de Relaciones Institucionales 
Colombia y Centroamérica 
ENEL COLOMBIA

Signed by Maria
Del Pilar Jaramillo
Villamizar
Data: 26/02/2026
00:31:48 CET
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COMENTARIOS AL INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY 
N° 119 DE 2025 SENADO N° 45 DE 2024 SENADO: 

 
“Por medio de la cual se modifica la Ley 142 de 1994, para eliminar el cobro por concepto 

de reconexión de los servicios públicos domiciliarios residenciales, y se dictan otras 
disposiciones. 

 

 

COMENTARIOS A PROYECTOS LEGISLATIVOS  
 

Objetivo del proyecto: 
 
El referido proyecto de ley, compuesto por 4 artículos, tiene como finalidad: 
 

1. Establecer un régimen especial de protección para los usuarios de estratos 1, 2 y 3 en materia 
de reconexión y reinstalación de servicios públicos domiciliarios. 
 

2. Adicionar un nuevo artículo a la Ley 142 de 1994, el cual establecerá dichas condiciones 
especiales para la reconexión de los usuarios residenciales de estratos 1,2 y 3. 
 

3. Derogar varios incisos de los artículos 96 y 142 de la Ley 142 de 1994, que permiten el cobro 
de costos por reconexión. 

 
Comentarios: 

 
De la inconstitucionalidad del Proyecto de Ley por violación directa del artículo 367 de la 
Constitución. 
 
Desde la exposición de motivos del Proyecto, así como desde la redacción de su articulado, se 
evidencia una aproximación y comprensión distinta a la efectuada por la jurisprudencia constitucional 
respecto del diseño constitucional de los Servicios Públicos que se plasma en la Ley 142 de 1994.  
 
El Proyecto busca establecer un denominado “régimen especial de protección para los usuarios de 
estratos 1, 2 y 3”, lo cual tendrá como efecto la prohibición de cobrar valor alguno por concepto de 
reconexión o reinstalación de los servicios públicos, siempre que esta suspensión o corte tenga como 
origen exclusivo la mora en el pago de las facturas y esta haya sido subsanada en su totalidad 
mediante un acuerdo o su pago.  
 
Además, establece que el restablecimiento del servicio deberá efectuarse en un término máximo de 
24 horas contados a partir de que no se esté en mora, so pena de un incurrir en una falla del servicio.  
 
Finalmente, deroga los incisos relativos a los cobros por reconexión de los artículos 96 y 142 de la Ley 
142 de 1994, los cuales permiten cobrar un cargo por este concepto para la recuperación de los costos 
en que incurran los prestadores, así como aplicar intereses de mora sobre los saldos insolutos. 
 
En este punto, es importante recordar que el sector de los servicios públicos en Colombia es uno 
ampliamente regulado, controlado y vigilado por parte de diferentes órganos del aparato estatal 
(Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, Comisiones de Regulación y Ministerios), por 
cuanto su prestación adecuada es una de las funciones inherentes del Estado Colombiano. Así las 
cosas, los artículos 365 y siguientes de la Constitución Política establecen una serie de principios y 
mandatos que gobiernan e irradian plenamente la prestación de estos servicios. 
 
Concretamente, el artículo 367 de la norma superior establece que, para este sector de la economía, 
“el régimen tarifario tendrá en cuenta además de los criterios de costos, los de solidaridad y 
redistribución de ingresos”. Fruto de lo anterior, el legislador promulgó el artículo 87 de la Ley 142, el 
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cual desarrolla tales criterios con el fin de que las Comisiones de Regulación puedan definir y orientar 
el régimen tarifario. Dentro de estos criterios, se destacan los de eficiencia económica, neutralidad, 
solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. 
 
Respecto del criterio de suficiencia financiera, el legislador dispuso que debe entenderse como que: 
“las fórmulas de tarifas garantizarán la recuperación de los costos y gastos propios de 
operación, incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar el 
patrimonio de los accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una empresa eficiente 
en un sector de riesgo comparable; y permitirán utilizar las tecnologías y sistemas administrativos que 
garanticen la mejor calidad, continuidad y seguridad a sus usuarios”. (Negrilla y subrayado fuera del 
texto original). 
 
La anterior idea se ratifica por parte de la Corte Constitucional, debido a que considera que estos 
criterios están atados directa e intrínsecamente al artículo 367 superior, por lo que ostentan un cariz 
constitucional, al ser un despliegue del criterio de costos establecido en la Carta: 
 

“La Constitución Política en su artículo 367 establece que la ley fijará (…) el régimen tarifario 
aplicable, el cual tendrá en cuenta el criterio de costos, solidaridad y redistribución de 
ingresos. El criterio de costos está atado al de suficiencia financiera. (…) El artículo 87.4 
de la ley 142 indica que por suficiencia financiera se entiende que las fórmulas tarifarias de 
los servicios públicos deben garantizar la recuperación de los costos y gastos propios de la 
operación, incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento”1. (Negrilla y subrayado 
fuera del texto original). 
 

Ahora bien, en otra providencia, la Corte analizó los efectos que estas dos disposiciones pueden 
producir, tanto el artículo 367 superior como el 87 de la Ley 142, por lo que señaló que: 
 

“La autorización que contiene la Carta para que los particulares puedan prestar los servicios 
públicos en desarrollo del derecho a la iniciativa privada, supone la posibilidad de que los 
particulares obtengan por medio de dicha actividad los efectos que motivan tal 
iniciativa privada, uno de los cuales es la obtención de utilidad (…). 
  
Por ello, el criterio que fija el legislador para que las respectivas comisiones de regulación 
determinen el factor para cuantificar la remuneración del patrimonio de los accionistas, toma 
como referencia la utilidad que podría obtener una empresa similar en una situación de 
mercado competitivo y sujeta a los riesgos propios de su actividad. Adicionalmente, la 
Corte observa que, de acuerdo con la definición que se analiza, la ley no indica cuáles son las 
tarifas ni prevé que éstas sean señaladas caso por caso por las comisiones de regulación. La 
ley prevé que las tarifas serán el resultado de la aplicación de las fórmulas que para el efecto 
fije la respectiva comisión2.  (Negrilla y subrayado fuera del texto original). 

 
 

                                                
1 C – 186 de 2022.  
2 C – 150 de 2003. 

Con todo ello, es claro cómo la integridad del Proyecto de Ley, incluidas sus adiciones, modificaciones 
y derogatorias, contraviene directamente el artículo 367 Superior, en especial, el criterio de 
suficiencia financiera intrínsecamente conectado a este y establecido en el artículo 87 de la Ley 142, 
por cuanto elimina la posibilidad de que los prestadores de los servicios públicos puedan 
RECUPERAR legítimamente los costos en los que debieron incurrir, con ocasión de los impagos e 
incumplimientos imputables a los usuarios que los produjeron. 
 
De la mal interpretación del principio de solidaridad y redistribución. 
 
La eliminación del cobro de reconexión, elemento central del Proyecto, se fundamenta en el 
denominado: “principio de protección reforzada a población vulnerable, conforme a los mandatos de 
solidaridad y acceso universal establecidos en la Constitución”.  
 
Sobre el particular, es importante resaltar que tal principio es inexistente en nuestro ordenamiento 
jurídico y constitucional. Además, sobre el criterio de solidaridad, la misma Ley 142 lo define 
específicamente, dando un alcance e interpretación diferentes a las que el Proyecto de Ley pretende 
usar como sustento de la eliminación de los costos de reconexión. 
 
Dispone el numeral 3 del artículo 87 de la disposición referida: “87.3. Por solidaridad y redistribución 
se entiende que al poner en práctica el régimen tarifario se adoptarán medidas para asignar recursos 
a "fondos de solidaridad y redistribución", para que los usuarios de los estratos altos y los usuarios 
comerciales e industriales ayuden a los usuarios de estratos bajos a pagar las tarifas de los servicios 
que cubran sus necesidades básicas”. 
 
Así las cosas, es evidente la carencia de nexo causal entre la finalidad pretendida, la eliminación de 
los costos de reconexión, y el fundamento para justificarla, el principio de solidaridad, toda vez que 
este principio no tiene injerencia absoluta en el estadio de incumplimientos de los usuarios, situación 
que fundamenta la suspensión del servicio público. 
 
De las Comisiones de Regulación, órganos técnicos, colegiados y especializados en la 
regulación del sector de servicios públicos en el país.  

De manera inicial, es importante destacar que las Comisiones de Regulación son los entes técnicos 
encargado de expedir la normativa aplicable a este sector en Colombia. Gracias a las Leyes 142 y 143 
de 1994, se dispuso la creación de estos cuerpos colegiados, técnicos e independientes. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional recordó recientemente el cariz especializado de este órgano, 
manifestando que: “la independencia de la CREG no solo se fundamenta en su explícita atribución en 
el acto de creación legal, sino en que (…) la ley definió las siguientes particularidades a las comisiones 
de regulación en servicios públicos para garantizar esa imparcialidad y neutralidad: (i) carácter 
colegiado, (ii) carácter técnico y especializado”3. (resaltado fuera del texto original) 
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En la misma providencia, y en relación a la importancia del carácter técnico de las Comisiones de 
Regulación, destaca el máximo tribunal constitucional que: “la sujeción de las decisiones de las 
comisiones de regulación de servicios públicos domiciliarios a criterios técnicos busca que la 
actuación de aquellas se funde en parámetros objetivos, adoptados después de procesos cuidadosos 
de deliberación, con argumentos de orden especializado y orientados a alcanzar los objetivos de 
interés general trazados en la ley que fijó el régimen de dichos servicios”4. (resaltado fuera del texto 
original) 
 
Así las cosas, estas Comisiones, como las llamadas principales a regular este tipo de aspectos y en 
ejercicio de sus competencias, tanto constitucionales como legales, han proferido varios actos 
administrativos que regulan la reconexión en los Servicios Públicos Domiciliarios, a saber, los artículos 
3.1.3 y 1.13.1.8 de la Resolución CRA 943 de 2021 y el artículo 49 y siguientes de la Resolución CREG 
156 de 2011. 
 
Sobre el término de 24 horas para la reconexión. 
 
De conformidad con el Proyecto de Ley, cuando se haya efectuado la suspensión o corte del servicio, 
su restablecimiento deberá efectuarse en un término máximo de 24 horas contados a partir de que no 
se esté en mora, so pena de un incurrir en una falla del servicio. 
 
Sobre el particular, el artículo 42 del decreto 019 de 2012 ya regula la materia, otorgando el mismo 
término de 24h. Así mismo, el Concepto de la SSPD N°199 de 2025 bien desarrolla este aspecto. 
 
Por todo lo anterior, consideramos que su regulación en esta disposición es innecesaria, al tiempo que 
no otorga ninguna flexibilidad o posibilidad de adaptación al término de reconexión, desconociendo 
dificultades, distancias, aspectos técnicos, situaciones imprevistas, fortuitas o de fuerza mayor que 
impidan al prestador cumplir con eta obligación al pie de la letra.  
 
Sobre la exposición de motivos. 
 
A lo largo de la exposición de motivos, se evidencia varias alusiones y referencias a Datos 
desactualizados (del año 2022), extractos específicos y descontextualizados de sentencias de la Corte 
Constitucional, así como una fundamentación en el Manual de Tarifas de Servicios Públicos de la 
Gobernación de Antioquia. Se considera que todo lo anterior, no es justificación suficiente ni válida 
para modificar una disposición de la envergadura de la Ley 142, con alcance nacional y aplicable a 
todo el sector.  
 
Conclusiones y Petición. 
 
Por todo lo expuesto, estimamos que el presente Proyecto de Ley no posee viabilidad jurídica ni 
técnica, por lo que no debería proseguir su trámite legislativo al interior del Congreso de la República.  
 
 
                                                
4 Ibid.  
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